COMENTARIOS A LA LEY DE PROTECCIÓN AL DOMINIO NACIONAL SOBRE LA PROPIEDAD, POSESIÓN O TENENCIA DE TIERRAS RURALES.
Después de la sanción de la ley 26737
 han surgido numerosos comentarios a la misma, algunos considerándola como una ley bisagra, otros poniendo el acento sobre su inconstitucionalidad.
Creemos que un análisis a fondo del tema servirá para clarificar algunas cuestiones dudosas y además para tratar de ubicar los planteos y soluciones ofrecidas, dentro de un marco de viabilidad.
Para ello resulta importante la determinación de cual es en el momento actual el total de tierras rurales de propiedad o en cuya posesión (cualquiera sea la forma, denominación que le impongan las partes y extensión temporal de los mismos) se encuentran personas físicas extranjeras o personas jurídicas extranjeras.

Sujetos comprendidos.

La definición de cuando nos encontramos frente a la caracterización de persona extranjera se encuentra plasmada en el artículo 3º de la ley que dice:
“ARTICULO 3º — A los efectos de la presente ley, se entenderá como titularidad extranjera sobre la propiedad o posesión de las tierras rurales, toda adquisición, transferencia, cesión de derechos posesorios, cualquiera sea la forma, denominación que le impongan las partes, y extensión temporal de los mismos, a favor de:

a) Personas físicas de nacionalidad extranjera, tengan o no su domicilio real en territorio de la Nación Argentina, con las excepciones establecidas en el artículo 4º de la presente ley;

b) Personas jurídicas, según el marco previsto en el artículo 32 del Código Civil, constituidas conforme las leyes societarias de la Nación Argentina o del extranjero, cuyo capital social, en proporción superior al cincuenta y uno por ciento (51%), o en proporción necesaria para formar voluntad social mayoritaria independientemente del porcentaje accionario, sea de titularidad de personas físicas o jurídicas, de nacionalidad extranjera, en las condiciones descriptas en el inciso precedente. Toda modificación del paquete accionario, por instrumento público o privado, deberá ser comunicada por la persona jurídica al Registro Nacional de Tierras Rurales, dentro del plazo de treinta (30) días de producido el acto, a efectos del contralor del cumplimiento de las disposiciones de la ley. Asimismo quedan incluidas en este precepto:

1. Las personas jurídicas, cualquiera sea su tipicidad social, que se encuentren en posición de controladas por cualquier forma societaria o cooperativa extranjera, de conformidad con las definiciones que se establecen en esta ley, en un porcentaje mayor al veinticinco por ciento (25%), o tengan los votos necesarios para formar voluntad social mayoritaria independientemente del porcentaje accionario.

2. Aquellas personas físicas o jurídicas extranjeras que sin acreditar formalmente calidad de socios actúan en una sociedad como si lo fueren.
3. Las sociedades que hayan emitido obligaciones negociables o debentures y ello permita a su legítimo tenedor acrecer en sus tenencias accionarias o convertirlas en acciones en un porcentaje superior al veinticinco por ciento (25%), o que se les permita formar voluntad social mayoritaria independientemente del porcentaje accionario, y se trate de personas físicas o jurídicas extranjeras, de conformidad con las definiciones que se establecen en esta ley.

4. Cuando se transfiera la propiedad, bajo cualquiera de las formas previstas en las leyes vigentes, en virtud de un contrato de fideicomiso y cuyos beneficiarios sean personas físicas o jurídicas extranjeras en porcentaje mayor al autorizado en el inciso anterior.

5. Las sociedades de participación accidental, las agrupaciones de colaboración y las uniones transitorias de empresas, según la regulación de la Ley de Sociedades, y toda otra forma de colaboración empresarial de carácter accidental y provisorio que se regule en el futuro, cuando en ellas participen personas físicas o jurídicas extranjeras en porcentaje mayor al autorizado en esta ley;

c) Personas jurídicas de derecho público de nacionalidad extranjera;

d) Simples asociaciones en los términos del artículo 46 del Código Civil o sociedades de hecho, en iguales condiciones respecto de su capital social, a las previstas en el inciso b) de este artículo.”
Como puede apreciarse, excluye de la categoría de persona física extranjera a aquellas personas que teniendo nacionalidad extranjera , tengan diez años de residencia continua, comprobada y permanente en el país o las que tengan hijos argentinos y demuestran residencia permanente, continua y comprobada en el país de cinco años o aquellas que se encuentre unidas en matrimonio con ciudadano/a argentino/a con cinco años de anterioridad a la constitución o transmisión de los derechos pertinentes y demuestre residencia en el pais continua y permanente por cinco años.

El artículo 4º del decreto 274/2012 considera que : “A los efectos de la Ley Nº 26.737, la residencia permanente en el país será acreditada ante el REGISTRO NACIONAL DE TIERRAS RURALES mediante la pertinente constancia expedida por la DIRECCION NACIONAL DE MIGRACIONES, organismo descentralizado dependiente del MINISTERIO DEL INTERIOR, o autoridad que la sustituya en el futuro, de encontrarse comprendidos en los alcances del artículo 22 de la Ley Nº 25.871. A los efectos de que la residencia sea considerada continua, la persona deberá haber permanecido efectivamente en el país un mínimo de NUEVE (9) meses por cada año aniversario a computarse. A tal fin, la DIRECCION NACIONAL DE MIGRACIONES, proporcionará la información que requiera la autoridad de aplicación.

Las situaciones de matrimonio y paternidad serán acreditadas mediante las partidas expedidas por los registros civiles.Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, podrán admitirse en forma supletoria otros medios de prueba que a juicio del REGISTRO NACIONAL DE TIERRAS RURALES permitan la acreditación fehaciente del extremo citado.”

Los registros provinciales o municipales no cubren algunos de los supuestos de exclusión tales como la residencia o la existencia de hijos o cónyuge argentino, por lo que estimamos que el plazo determinado por la ley de 180 días resultará escaso y congruentemente con nuestra tradición argentina, susceptible de prórroga. Si bien el plazo para efectuar la declaración jurada que se impone a los extranjeros vence el 31 de agosto de 2012, hasta el 14 de agosto según la página de prensa del Ministerio de Justicia del 14 de agosto de 2012 se habían presentado 900 declaraciones juradas, de las cuales el 85% correspondía a personas jurídicas y el resto a personas físicas.

Ahora bien, esas son tierras adquiridas antes del 29 de diciembre de 2011 y según el Ministro de Justicia ( Dr alak) equivalen a 67 ciudades de Buenos Aires o aproximadamente la mitad de la provincia de Tucumán.

Se ignora si aquellos que están comprendidos en las excepciones han efectuado declaración jurada.

De modo que por el momento los datos están sujetos a revisión y determinación clara de los porcentajes que representan sobre la superficie territorial argentina de áreas rurales tales como las define la ley.

En cuanto a las personas jurídicas extranjeras reúne dentro de esa calificación de “persona “no solo personas jurídicas sino situaciones de hecho como la prevista en el punto 2 del inciso b) del artículo 3º que habla de personas físicas o jurídicas extranjeras que sin acreditar formalmente la calidad de socios actúen como tales, los beneficiarios personas extranjeras de un fideicomiso en una proporción al 25% del fideicomiso o las asociaciones (punto 5 del inciso b) ) las asociaciones, agrupaciones en colaboración y las uniones transitorias de empresas y toda otra forma de colaboración empresarial de carácter accidental o provisorio que se regule en el futuro, cuando en ellas participen personas físicas o jurídicas extranjeras en porcentaje mayor al autorizado en esta ley ( en nuestro entender más del 51%).
Un amplio espectro de situaciones que sin duda darán lugar a interpretaciones diversas a presentaciones judiciales tendientes a esclarecer lo que parece confuso.

Por otra parte también debe destacarse que el artículo  3º inc. b) que se consideran personas jurídicas extranjera aquellas personas jurídicas constituidas en el país o en el extranjero cuyo capital social, en proporción superior al cincuenta y uno por ciento (51%) o en proporción necesaria para formar la voluntad social independientemente del porcentaje accionario,  sea de personas físicas o jurídicas de nacionalidad extranjera en las condiciones descriptas en el inciso precedente.” 
No estamos frente a una definición clara dado que si bien en la parte referida al capital social necesario para formar la voluntad social, independientemente del porcentaje accionario de tenencia, recibe la expresión de la contenida en el artículo 33 de la Ley de sociedades comerciales
 respecto del control, la LS se refiere al control de una persona jurídica sobre otra, mientras que aquí, con la remisión al inciso precedente parece referirse a personas físicas únicamente, aunque no parece que el objetivo de la ley sea solamente ese.

Por otra parte, cuando se trata de la tenencia superior al 51% estamos frente a un verdadero dilema, puesto que ese porcentaje da de por sí la mayoría en las asambleas ordinarias y salvo casos de primera convocatoria en asambleas extraordinarias que exijan una presencia de capital porcentual mayor, la voluntad social será del tenedro del 51% . Ahora bien si para calificarla de extranjera debe ser superior al 51 %, la conclusión es que con el 51% en manos extranjeras, no entraría dentro de la calificación de extranjera , está en abierta contradicción con la siguiente frase. En realidad debió decir “Inferior” al 51%.
 Sin embargo frente a la clara indicación del señor Solá,( ver nota 3 infra)  el diputado Cicogna por la Provincia de Buenos Aires no aceptó la modificación, y tampoco fue aceptada en el Senado pese a los señalamientos de Cimadevilla y Romero
Objeto comprendido. Las tierras rurales.
 El artículo 1º en su último párrafo define por exclusión a las tierras rurales como todas aquellas ubicadas fuera del ejido urbano, independientemente de su localización o destino.
En el debate parlamentario surgieron algunas observaciones a esta definición por exclusión (senador Cimadevilla Debate senado) y tanto en la Cámara baja como en el senado se habló de cultivos en zonas vinculadas al ejido urbano, destacando que la definición por exclusión es imperfecta.
Otro de los temas, que por el momento no está definido es el de la equivalencia de las 1000 Ha en la zona núcleo ( Norte de Buenos Aires, Sur de Santa Fe y sur de Córdoba, concretamente tal como lo define el artículo 10 del decreto 274/2012 “ La denominada zona núcleo queda comprendida por los departamentos de MARCOS JUAREZ y UNION en la PROVINCIA de CORDOBA, BELGRANO, SAN MARTIN, SAN JERONIMO, IRIONDO, SAN LORENZO, ROSARIO, CONSTITUCION, CASEROS, GENERAL LOPEZ en la PROVINCIA de SANTA FE, y los partidos de LEANDRO N. ALEM, GENERAL VIAMONTE, BRAGADO, GENERAL ARENALES, JUNIN, ALBERTI, ROJAS, CHIVILCOY, CHACABUCO, COLON, SALTO, SAN NICOLAS, RAMALLO, SAN PEDRO, BARADERO, SAN ANTONIO DE ARECO, EXALTACION DE LA CRUZ, CAPITAN SARMIENTO , SAN ANDRES DE GILES, PERGAMINO, ARRECIFES y CARMEN DE ARECO en la PROVINCIA de BUENOS AIRES.”) con otras zonas, y sobre todo la atención al destino.
Los factores a tener en cuenta para la determinación de equivalencias se encuentran delineados en el decreto reglamentario, que incluye desde la capacidad productiva hasta valores paisajistícos

Hasta tanto no se publiquen las equivalencias rige la limitación de 100 Ha para todas las zonas, lo que supone desde ya una inequidad en el tratamiento de las diversas zonas.

La zona viñatera deberá tener un límite sin duda menor y existen campos aptos para la soja ( el cultivo más sembrado y demandado) en Santiago del Estero. Por otra parte no es igual la aptitud ganadera en todas las zonas, aun dentro de las ganaderas- dado que existen campos de invernada y campos de cría y operaciones que son intensivas y otras que son extensivas..

Por último la utilización de la tecnología puede hacer variar la aptitud de la tierra e influir sobre su destino y este es un factor que no aparece en ninguna ponderación. La equivalencia resulta así muy difícil de determinar, sobre todo teniendo en cuenta en que si bien hacia el pasado no existirán cuestionamientos, cualquier traspaso de la tierra en lo sucesivo deberá ser informado y autorizado por el Registro ( incluso por transmisión hereditaria)
El artículo 1º del Decreto reglamentario ( 274/2012) establece que “A los efectos de la aplicación de la ley Nº 26737 las tierras rurales serán las que surjan de detraer de la totalidad del territorio provincial, departamental, municipal o divisiones políticas equivalentes el correspondiente a los ejidos urbanos determinados a partir de las constituciones, leyes o decretos provinciales, cartas orgánicas u ordenanzas municipales. A los fines del cómputo de la limitación para la titularidad extranjera establecida en artículo 8º de la ley 26737 se considerarán tierras rurales las informadas conforme la prescripción antecedente o – en su defecto- las que determine el CONSEJO INTERMINISTERIAL DE TIERRAS RURALES, a requerimiento fundado de la autoridad de aplicación”
Es decir que el Consejo Interministerial podrá incluir o excluir tierras de la definición, con lo cual el margen sobre el que se aplicarán los porcentajes puede modificarse con el tiempo.

Las áreas cultivables

Según un informe periodístico que fuera publicado por El Diario de la República (www.eldiariodelarepublica.com) con fecha 17 de enero de 2012, recogiendo un informe del Banco Mundial, el total de áreas cultivables de la Argentina es de 31.000.000 de hectáreas.
Si aplicamos a dicho monto el 15% del limite establecido por la ley, tendríamos que los extranjeros podrán llegar a ser propietarios de 4.500.000 hectáreas ( este cálculo no considera las equivalencias entre hectáreas de zona núcleo y otras zonas que aun se desconoce) en total en el país, variando según se encuentren en la zona núcleo o en otras delimitaciones territoriales.
A quince días del vencimiento del plazo para la registración de los propietarios extranjeros que hubiesen adquirido tierras, el Ministro de Justicia de la Nación indicó que se habían recibido 900 registros equivalentes a 67 ciudades de Buenos Aires. Considerando que la ciudad de Buenos Aires tiene una superficie de 200 km2, es decir 20.000 Ha, el total de hectáreas denunciadas sumaría 1.340.000 Ha, es decir un tercio aproximadamente de la superficie total pasible de ser adquirida por extranjeros.

Se deberá llegar al final del período de registración para conocer el monto exacto y calcular no sólo el monto de Has de libre disponibilidad sino también la ubicación de las mismas a los efectos del cálculo de los topes del 30% de una misma nacionalidad y el 15% del territorio en cada provincia, municipio o entidad administrativa.
Se encuentran comprendidas dentro del Territorio Nacional a los efectos de la ley las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sándwich del Sur, una vez cumplido el objetivo establecido en la disposición transitoria primera de la Constitución Nacional.

En atención a las disposiciones constitucionales, y verificada la recuperación de la soberanía sobre las islas, la legislación sobre tierras recorrerá un camino difícil en relación a estos territorios, considerando la igualdad de trato con los nacionales y aun con otros extranjeros.

Es de destacar que quienes no informen al Registro verán trasladados a la AFIP y a la UIF el conocimiento de tal circunstancia para determinar si existe evasión fiscal y/o lavado de dinero. (art 3º del Decreto reglamentario) y que los obligados a efectuar la denuncia ante el Registro son los órganos de administración de cada sociedad y las personas físicas en su caso).

De resultar exactos los datos de la FAO ( ver nota 2 infra) se habría consumido el porcentaje susceptible de ser adquirido por extranjeros, personas físicas o jurídicas, quedando congeladas las adquisiciones realizadas con anterioridad a la sanción de la ley y cuya consecuencia inmediata sería que las tierras en poder de argentinos o en poder de extranjeros sólo podrían ser en la práctica vendidas a nacionales argentinos ( personas físicas o jurídicas) a menos que por la fluctuación de las tenencias se produzca una reducción en la participación extranjera o una compensación con las adquisiciones.
Pero lo cierto es que aun hasta el presente no existen datos confiables y requerirá sin duda más tiempo el poder llegar a una determinación exacta no solo de las tierras rurales sino también de la proporción en manos de personas juridicas o físicas extranjeras.
El contexto político 

Un análisis de la ley también requiere considerar el contexto político y tal vez la mejor forma de pulsar sobre la opinión de los diputados y senadores sea la de recurrir a los debates parlamentarios que precedieron a la sanción de la ley.
Debate en la Cámara de Diputados
El debate en la Cámara de diputados arroja luz sobre el pensamiento de los distintos bloques los que en su gran mayoría adhieren a la idea de la limitación propuesta, variando algunos el porcentaje y otros estableciendo netas diferencias entre la protección de los extranjeros y los extranjeros que habitan el territorio nacional, es decir que tienen su residencia permanente en el país, tal como lo define el decreto reglamentario.

En general existió consenso en considerar la constitucionalidad de la ley dentro de la cámara baja y la aptitud del Congreso para legislar sobre el régimen general de propiedad de la tierra, sin desconocer que el dominio originario de las tierras pertenece a cada provincia. 
Así no solamente el bloque oficialista sino también los otros bloques coincidieron en la necesidad de legislar sobre el tema, con matices referidos a algunos artículos de la ley, el porcentaje total del 15% en cada provincia, municipio o unidad administrativa que algunos propugnan  elevar al 20, tal como estaba en el proyecto original y otros disminuir al diez por ciento.
Debate en la Cámara de Senadores
La lectura de la transcripción del debate en la Cámara de Senadores da como resultado una posición coincidente con la de diputados, tal vez con la intervención del senador Romero con disidencias sobre la competencia del Congreso Nacional para legislar sobre el tema y consideraciones sobre la posible inconstitucionalidad de la ley.

Antecedentes de la ley en el derecho argentino y en el comparado.
En nuestra legislación el antecedente más inmediato es el decreto 15385/44 que creo las zonas de seguridad, cuyas tierras sólo podían ser adquiridas por argentinos nativos.

Esta regulación se encuentra en línea con otras legislaciones tales como la de Méjico o Chile y el fundamento para el tratamiento distinto de argentinos nativos, ciudadanos argentinos y extranjeros, se funda en razones de seguridad nacional. Otros países tienen análogas disposiciones y obviamente en aquellos casos de estado de guerra, las condiciones varían de acuerdo con esta circunstancia
Distinto es el caso de la propiedad de la tierra agrícola 
 En este caso existen países sin restricción alguna y otros que tienen restricciones de variada naturaleza.
En el caso de Brasil por ejemplo, la Constitución establece que “La ley regulará y limitará la adquisición o el arrendamiento de propiedades rurales por personas físicas o juridica extranjera y establecerá los casos que dependerán de autorización del Congreso Nacional”.
Estas restricciones a la propiedad y aun al arrendamiento . Consecuentemente el Congreso sancionó la ley 5709/71 del 7 de octubre de 1971.
 La ley establece restricción para los extranjeros residentes y para las personas jurídicas cuyo capital mayoritario esté en manos de personas físicas que residan en el exterior o tengan su sede en el exterior.
La mencionada ley fue reglamentada por el Decreto nº 74.965, del 26 de Noviembre de 1974.  Este decreto establece, además de porcentajes sobre la tierra de cada municipio ( no más de ¼  y de la misma nacionalidad no mas del 40% del total del Municipio ) excluyendo de la restricción las adquisiciones inferiores a tres módulos y las personas con hijos brasileros o casada con una persona brasilera . La persona que pretenda adquirir más de tres y hasta 50 módulos debe tener una aprobación específica  y sobrel total de la superficie del territorio.
Las diferencias con la ley argentina radican en la medida tomada como base, definida por módulos y no por cantidad de hectáreas, que parece seguir más algún criterio propulsado en nuestro parlamento de referencia a unidades económicas.
Otra diferencia muy importante – cuyo comentario haremos más adelante- es la exclusión de la transferencias que se operen por herencia legítima, es decir a los herederos forzosos, ya que por la vía del testamento podría soslayarse la aplicación de la restricción.

Nuestra ley, por el contrario habla de la propiedad o posesión de las tierras rurales y de toda adquisición, transferencia, cesión de derechos posesorios, cualquiera sea su forma, denominación que le pongan las partes y extensión temporal de los mismos. Es decir que aparentemente ha dejado de lado a los herederos forzosos, hipótesis que permite considerar que a su respecto, es viable el planteo de inconstitucionalidad de la ley.
En Estados Unidos, las legislaciones de los estados han tratado de manera diferente el tema. Mientras que hay estados que no tienen restricciones a las adquisiciones de tierra por extranjeros, hay otros en que la prohibición es total. Asi el Estado de Iowa 
 prohíbe a los extranjeros ya sean personas físicas o jurídicas extranjeras o constituidas en Estados Unidos con control extranjero la adquisición de tierras destinadas a la explotación agropecuaria ( farming land) bajo cualquiera de sus formas: granja, ganado, lácteos, agricultura, etc. y esta prohibición impide también la adquisición a título hereditario.
Este caso difiere también de nuestra circunstancia toda vez que las adquisiciones realizadas con anterioridad a la promulgación de la ley son aceptadas y por ende deberían aceptarse también las transmisiones a los herederos forzosos como hace la República Federativa de Brasil.
A continuación destacamos dos mapas que muestran las restricciones al dominio por parte de extranjeros o personas jurídicas extranjeras ya sea por el lugar de su constitución como por el control efectivo que los accionistas extranjeros ejerzan sobre la misma, y las disposiciones del USCode, Título / Capítulo 66, Sección 3501 que se refiere a la obligación de informar que toda persona extranjera tiene sobre la adquisición, en otra forma que no sean títulos valores de participaciones de interés en tierra agrícola.
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Table 1--State law restrictions on alien and corporate ownership of land

	State
	Restrictions on alien ownership
	Special Restriction on sale of State lands

(5)
	Restrictions on inheritance by aliens

(6)
	Restriction on corporate ownership

	
	General prohibition

(1)
	Substantial restriction

(2)
	Minor restriction

(3)
	None

(4)
	
	
	Alien only corporations

(7)
	All corporations

(8)

	Alabama
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Alaska
	
	
	
	X
	X
	
	X
	

	Arizona
	
	
	X
	
	X
	
	
	

	Arkansas
	
	
	
	X
	
	
	
	

	California
	
	
	
	X
	
	X
	
	

	Colorado
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Connecticut
	X
	
	
	
	
	X
	
	

	Delaware
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Florida
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Georgia
	
	
	X
	
	
	
	
	

	Hawaii
	
	
	X
	
	X
	
	
	

	Idaho
	
	
	
	X
	X
	
	
	

	Illinois
	
	X
	
	
	
	
	
	

	Indiana
	X
	
	
	
	
	
	
	

	Iowa
	
	X
	
	
	
	X
	X
	

	Kansas
	
	
	
	X
	
	X
	
	X

	Kentucky
	X
	
	
	
	
	X
	
	

	Louisiana
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Maine
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Maryland
	
	
	X
	
	
	
	
	

	Massachusetts
	
	
	
	X
	
	X
	
	

	Michigan
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Minnesota
	
	X
	
	
	
	
	X
	X

	Mississippi
	X
	
	
	
	
	
	
	

	Missouri
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Montana
	
	
	
	X
	
	X
	
	

	Nebraska
	X
	
	
	
	
	X
	X
	X

	Nevada
	
	
	
	X
	
	
	
	

	New Hampshire
	X
	
	
	
	
	
	
	

	New Jersey
	
	
	X
	
	
	X
	
	

	New Mexico
	
	
	
	X
	
	
	
	

	New York
	
	
	
	X
	
	X
	X
	X

	North Carolina
	
	
	
	X
	
	X
	
	

	North Dakota
	
	
	
	X
	
	
	
	X

	Ohio
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Oklahoma
	X
	
	
	
	
	X
	
	X

	Oregon
	
	
	
	X
	X
	
	
	

	Pennsylvania
	
	X
	
	
	
	
	
	

	Rhode Island
	
	
	
	X
	
	
	
	

	South Carolina
	
	
	X
	
	
	
	X
	

	South Dakota
	
	
	
	X
	
	
	
	X

	Tennessee
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Texas
	
	
	
	X
	
	
	
	X

	Utah
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Virginia
	
	
	X
	
	
	
	
	

	Vermont
	
	
	
	X
	
	
	
	

	Washington
	
	
	
	X
	
	
	
	

	West Virginia
	
	
	
	X
	
	
	
	X

	Wisconsin
	
	X
	
	
	
	X
	X
	X

	Wyoming
	
	
	X
	
	
	X
	
	


Fuente. State and Federal Legal Regulation of Alien and Corporate landownership and farm operation. Economic Research Service.-Us Department of Agriculture. Agricultural Economic Report Nº 284
En resumen existen antecedentes de restricciones  a la propiedad rural, aunque las definiciones en algunos casos como en Estados Unidos, abarcan solamente aquellos emprendimientos dedicados a las diversas formas de producción agrícola ganadera y de granja, así como forestal y frutales y no se define a la propiedad como rural por exclusión como en la ley 26.737. Lo distintivo es el destino de las tierras y no su ubicación.
Por otra parte dentro de las restricciones existen limitaciones en cuanto a la cantidad de tierra y prohibiciones absolutas.

En la Argentina la prohibición absoluta se refiere a las áreas de frontera y a aquellos que contengan o sean ribereños de cuerpos de agua de envergadura permanentes, ( art 10 (1 y 2 ley 26.737) mientras que en Estados Unidos además de las razones de seguridad nacional , la prohibición y restricción varía según los Estados.
Por otra parte la limitación en Brasil difiere de la Argentina pues. mientras que en Argentina existe el parámetro de las 1000 has en la zona núcleo definida como la que comprende los departamentos indicados en el Decreto Reglamentario, la ley brasilera se refiere a módulos ( entendidos como unidad económica).
Por último cabe recordar que la ley brasilera establece la excepción respecto de los herederos forzosos, lo cual no parece surgir nítidamente de nuestra ley.

Los tratados internacionales y la ley

Por tratarse de inversiones y personas físicas o jurídicas extranjeras resulta una cuestión que debe considerar los tratados internacionales suscriptos entre la República Argentina y terceros paises.
Recientemente el Dr Juan F.Acosta publicó un artículo en La ley
 en donde analiza las disposiciones de la ley a la luz de los Tratados Bilaterales suscriptos por la Argentina como cocontratante.
Teniendo en cuenta nuestras preceptos constitucionales los tratados 
          Concordantemente la Corte suprema de justicia ha dicho :” “Que un Tratado internacional constitucionalmente celebrado, incluyendo su ratificación internacional, es orgánicamente federal, pues el Poder Ejecutivo concluye y firma tratados ( arts 86, inc 14 constitución nacional), el Congreso Nacional los desecha o aprueba mediante leyes federales (art 67, inc 19 Constitución nacional) y el Poder Ejecutivo Nacional ratifica los tratados aprobados por ley, emitiendo un acto federal de autoridad nacional. La derogación de un tratado internacional por una ley de congreso violenta la distribución de competencias impuesta por la misma Constitución Nacional , porque mediante una ley se podría derogar el acto complejo federal de la celebración de un tratado. Constituiría un avance inconstitucional del Poder Legislativo nacional sobre atribuciones del Poder Ejecutivo Nacional, que es quien conduce, exclusiva y excluyentemente las relaciones exteriores de la Nación ( art 86, inc 14 Constitución Nacional)
 “y continua diciendo en el mismo pronunciamiento “ Que en el mismo orden de ideas, debe tenerse presente que cuando la nación ratifica un tratado que firmó con otro Estado, se obliga internacionalmente a que sus órganos administrativos y jurisdiccionales lo apliquen a los supuestos que ese tratado contemple, siempre que contenga descripciones lo suficientemente concretas de tales supuestos de hecho que hagan posible su aplicación inmediata. Una norma es operativa cuando está dirigida a una situación de la realidad en la que puede operar inmediatamente sin necesidad de instituciones que deba establecer el Congreso”.
Como vimos ut supra la ley 26.737 no modifica ni altera las situaciones anteriores a su promulgación. Es decir que las restricciones establecidas por ella solamente regirán en el caso de futuras adquisiciones por cualquier título que realicen personas físicas o jurídicas consideradas extranjeras por la ley, todo ello de acuerdo, en caso de existencia de un TBI .entre la Argentina y el estado extranjero al cual pertenecen las personas físicas o jurídicas .
Ahora bien,¿ que efectos tendrá una inversión realizada con anterioridad a la ley 26.737 , para el caso de un inversor extranjero  que poseyera un porcentaje mayor de hectáreas de las que la autoridad de aplicación definiera como tope para la región en la que se encuentra radicada la propiedad?
El caso se plantearía con relación a los herederos forzosos en el supuesto que el propietario fuese una persona física. Entendemos que en ese caso, la ley 26.737 no puede modificar los derechos adquiridos anteriores a la misma ( tal como la misma reconoce) y que cualquier intento de desconocer la posibilidad de adquirir la propiedad por sus herederos legítimos puede ser tachada de inconstitucional. Y esto es así cualquiera fuera la nacionalidad de los mismos.

Otro tema sería considerar la venta de las tierras en las condiciones indicadas en el párrafo anterior( en este caso el problema es el mismo para personas físicas o jurídicas)  a un extranjero (persona física o jurídica) , La respuesta es análoga a la indicada en el punto anterior y no podría no autorizarse la venta. 
Si se pretendiera hacer probar al transmitente que no hay otros oferentes, en las mismas condiciones para la adquisición de la tierra y de origen nacional, la consecuencia práctica sería que cada inversor extranjero anterior a la ley vería incorporado a favor de cualquier nacional ( persona física o jurídica) una cláusula de primera opción ( first refusal) El efecto de dichas cláusulas es que los bienes objeto de ellas se encuentran en una posición de fuera del comercio, ya que la libre concurrencia para ofertar se ve seriamente coartada.
En consecuencia se encontraría violado el derecho de propiedad plena reconocido por la ley vigente al momento de la adquisición de la propiedad, y por los tratados bilaterales, siendo susceptible esta restricción de ser tachada de inconstitucional y además imposible de modificar a través de una ley.

Este razonamiento se aplicará al menos a la primera transmisión.
El artículo 11 de la ley 26.737 establece “ A los fines de esta ley y atendiendo a los Tratados Bilaterales de Inversión (TBI) suscriptos por la República Argentina  y que se encuentren vigentes a la fecha de entrada en vigor de esta ley, no se entenderá como inversión la adquisición de tierras rurales, por tratarse de un recurso natural no renovable que aporta el país receptor”.
Siguiendo a Acosta
las normas de los TBI suscriptos por la Republica Argentina no son vulneradas por la ley 26.737, con la excepción del TBI argentino norteamericano.

Veamos que dice el Tratado argentino- norteamericano “Art. 2.- 1. Cada Parte permitirá y tratará las inversiones y sus actividades afines de manera no menos favorable que la que otorga en situaciones similares a las inversiones o actividades afines de sus propios nacionales o sociedades, o a las de los nacionales o sociedades de terceros países, cualquiera que sea más favorable, sin perjuicio del derecho de cada Parte a hacer o mantener excepciones que correspondan a algunos de los sectores o materias que figuran en el protocolo anexo al presente tratado”. 
“2. b)  Ninguna de las Partes menoscabará, en modo alguno, mediante la adopción de medidas arbitrarias o discriminatorias, la dirección, la explotación, el mantenimiento, el uso, el usufructo, la adquisición, la expansión o la liquidación de las inversiones.”
Es decir que el tratamiento que debe darse a la inversión proveniente de ese país ya sea materializada a través de una persona física o jurídica , aunque en este último caso se admite que las Partes rechacen como nacionales de la otra parte a las personas jurídicas cuyo control este en manos de nacionales de terceros países .
En caso que hubiere tratamiento más favorable sobre la base de la aplicación de la cláusula NMF, se dará al nacional de cada parte ese tratamiento.

Las partes se han reservado la posibilidad de que puedan dictar normas

a) siempre y cuando no contradigan lo establecido en el tratado y
b) por razones de seguridad nacional o mantenimiento de la paz interior.

A su vez en el punto 2) del Protocolo anexo al TBI los Estados Unidos especialmente se reservaron y excluyeron el área de inversiones en recursos naturales. Esta reserva guarda sentido con la legislación estadual que hemos analizado más arriba y que varía de estado a estado, desde la prohibición absoluta hasta restricciones de escasa significación.
Como conclusión, los inversores norteamericanos gozan de una protección mayor que las inversiones provenientes de terceros países y no les resulta aplicable la previsión del artículo 11 de la ley 26.737 en cuanto no considera inversión a la realizada en tierras,
 dado que el TBI suscrito entre ambos países tiene una reserva realizada por Estados Unidos acerca de los recursos naturales.
La constitucionalidad de la ley

Con excepción de las zonas de frontero y la restricción a los extranjeros para adquirir tierras que contengan osean ribereños  de cuerpos de agua que contengan o sean ribereños con cursos de agua que sean de envergadura o permanentes, que cabría considerar dentro de las facultades constitucionales siempre y cuando en este último caso cuando el Consejo Ministerial de Tierras Rurales no considere que otras tierras que no contengan recursos acuíferos tal como los definidos en la Reglamentación 
de la ley no se aparte de esos conceptos, debemos considerar si las restricciones de la ley pueden tachar de inconstitucional a la misma.
En primer lugar hay que destacar que sólo la ley adoptada por los órganos democráticamente elegidos y constitucionalmente facultados ceñida al bien común, puede restringir el goce y ejercicio de los derechos y libertades de la persona
 por lo que la reglamentación no podría ir más allá de las definiciones ya dadas en el decreto reglamentario y que resultan claras.
En cuanto al fondo de la cuestión, es decir la constitucionalidad de la ley 26.737 recordemos que el artículo 20- cuya redacción no fue alterada por ninguna de las sucesivas reformas textualmente dice: “Los extranjeros gozan en el territorio de la Nación de todos los derechos civiles del ciudadano, pueden ejercer su industria, comercio y profesión, poseer bienes raíces, comprarlos y enajenarlos; navegar los ríos y costas; ejercer libremente su culto, testar y casarse conforme a las leyes….”
Al colocar en pie de igualdad a los argentinos y a los extranjeros no cabe en principio considerar que la limitación al derecho de adquirir tierras  pueda ser constitucional. Sin embargo algunos consituticonalistas consideran que el pie de igualdad exige que el extranjero sea habitante del pais 

Y el artículo 28 de la CN que determina que los derechos y garantías consagrados por la cN no pueden ser alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio.
Si bien se acepta que los extranjeros no puedan acceder al servicio diplomático como sostiene Bidart Campos. 
 es cierto que siempre se ha sostenido que las leyes no deben alterar el principio constitucional de igualdad. Asi en un caso 
 en que una maestra extranjera se vio privada del derecho de enseñar en la Pcia de Buenos aires, la Corte declaro que no procedía desnaturalizar el derecho de los extranjeros por una reglamentación que “lo ha venido a suplantar por el suyo generando de hecho, por carriles inadmisibles, una reforma constitucional a través de la cual se le niega en autos a una maestra jardinera recibida en el país su derecho constitucional a enseñar sin renunciar a su condición de extranjera, por el prurito de una aparente defensa extrema de la nacionalidad que no se ve como aquélla, en principio, pudiere poner en peligro desde que estaría obligada, como las demás docentes, a enseñar en el marco de los programas educativos oficiales y sujeta a las periódicas inspecciones de rigor. Paradojalmente, creo que aceptar el mecanismo desnaturalizador de la ley sería, en cambio, aunque no querido, el cuestionable efecto atentatorio contra nuestra nacionalidad, ya que ésta ha sido conformada desde nuestras bases por ese generoso y humanista trato que la Constitución Nacional dispensa al extranjero” y que si bien “ no escapa a esta Corte que tal reglamentación debe ser razonable. La advertencia que surge del consid. 4° aventa, por otra parte, la pretensión de sentar en la materia criterios perennes.La adecuación de los principios a la realidad humana debe respetar la índole mutable de ésta, bajo riesgo en caso contrario de no ser en realidad tal adecuación sino acartonada imposición que contradice el espíritu de los tiempos.
Si en el siglo pasado ilustres ejemplos hablan de una inteligencia distinta de los temas aquí tratados sería desconocer la evolución operada en nuestra situación cultural, reiterar aquélla hoy a la letra, sin mayores revisiones.11) Que esta Corte no ha tenido oportunidad de explicitar el papel de la educación sino en temas puntuales, pero es claro que a través de ella se procura la plenitud del hombre al tiempo que se asegura dentro de límites sensatos su integración a la sociedad en que vive. Como resultado de ella se procura simultáneamente la realización individual y la continuidad social. Esta continuidad no es, como ha quedado sentado una imposición sin flexibilidad, sino integración en un cuerpo que posibilitará cambios en su destino, modo de respetar el principio de libertad querido por los constituyentes (conf. por ejemplo, el art. 19, Constitución Nacional) y la efectiva posibilidad del progreso, el adelanto y el bienestar de la Nación y de las provincias que lo componen (art. 67, inc. 16).12) Que todo esto lleva a concluir en el caso "sub examine" y a la luz de las condiciones de nuestra realidad actual, que las normas provinciales citadas en los resultados no se adecuan a la Constitución Nacional, interpretada de modo congruente con el respeto de los principios que ella consagra, considerado del modo expuesto.”
“Que, si bien es cierto que la Constitución no consagra derechos absolutos, y que los consagrados en ella deben ser ejercidos conforme a las leyes que los reglamentan (Fallos, t. 305, p. 831 y sus citas), esa reglamentación, en lo que hace a los derechos civiles, no puede ser dictada discriminando entre argentinos y extranjeros, pues entonces no constituiría un ejercicio legítimo de la facultad reglamentaria porque entraría en pugna con otra norma de igual rango que la reglamentada, y no puede constituir criterio interpretativo válido el de anular unas normas constitucionales por aplicación de otras, sino que debe analizarse el conjunto como un todo armónico, dentro del cual cada disposición ha de interpretarse de acuerdo con el contenido de las demás (Fallos, t. 167, p. 121; t. 190, p. 571: t. 194, p. 371; t. 240, p. 311 Rev. La Ley, t. 29, p. 11; t. 93, p. 188; t. 296, p. 432). En efecto, si se prohibiese a los extranjeros el ejercicio del derecho de enseñar no sólo en el ámbito de la educación estatal sino también en el de la privada ese derecho, o el ejercicio de la profesión de maestro, les estaría totalmente vedado, lo que implicaría privar de todo efecto al art. 20 de la Constitución en cuanto les asegura los mismos derechos civiles que a los argentinos, y, en el caso, el ejercicio de la profesión de maestra con título reconocido por la autoridad competente.
6) Que el interés vital del Estado en la educación, reconocido en Fallos, t. 306, p. 400, consid. 13 del voto de los jueces Belluscio y Petracchi (Rev. La Ley, t. 1986C, p. 183), tampoco puede ser invocado genéricamente para aceptar la validez constitucional de las normas reglamentarias impugnadas, ya que el Estado Nacional argentino, de cuyo gobierno es órgano esencial esta Corte, no puede tener interés más vital que el respeto cabal de las prescripciones de su Constitución, cuya conveniencia o inconveniencia está vedado a los jueces valorar.
7) Que, en consecuencia, cabe concluir ante los categóricos términos del art. 20 de la Constitución Nacional que toda distinción efectuada entre nacionales y extranjeros, en lo que respecta al goce de los derechos reconocidos en la Ley Fundamental, se halla afectada por una presunción de inconstitucionalidad.
Por tal razón, aquél que sostenga la legitimidad de la citada distinción debe acreditar la existencia de un "interés estatal urgente" para justificar aquélla, y no es suficiente, a tal efecto, que la medida adoptada sea "razonable".
Es decir que para que existan limitaciones debe acreditarse que existe un interés estatal urgente.

Tal extremo no surge de la discusión parlamentaria, ni tampoco de las presentaciones efectuadas por el oficialismo al tratar el proyecto. Sin embargo no deben olvidarse los antecedentes de otras legislaciones tales como la de algunos estados norteamericanos y la de Brasil que limitan el acceso a la propiedad de las tierras , pero el interés estatal urgente de que habla la Corte no aparece delineado con nitidez con excepción tal vez de los acuiferos y las zonas de frontera que se encuentran más cerca de ese requisito.
Si la producción de las tierras incorpora bienes al producto nacional , si existen aportes de tecnología que aumentan la misma o extienden la frontera agropecuaria, no se ve configurado un interés estatal urgente. Aun no considerando inversión la adquisición de tierras hay hoy en día un amplio campo para la inversión tecnológica y recuperación de tierras, que debería poder constituir una nota de diferenciación para aquella inversión extranjera en tierras acompañada de otras mejoras que pudieran beneficiar al conjunto de la sociedad.. Es más, es especialmente importante considerar la situación de un heredero forzoso de un extranjero que haya adquirido tierras con anterioridad a la ley 26737. Se le aplicará la restricción con lo cual el derecho adquirido también consagrado por la propia ley quedaría conculcado. Cual será la circunstancia de interés estatal urgente a considerar si en algunos casos la adquisición lleva años o décadas de permanencia y ha contribuido al esfuerzo de la producción del país??

Sin duda creemos que habrá que distinguir entre los propietarios anteriores a la ley y aquellos que puedan acceder con posterioridad a la misma, pero también deberá- como lo hace la ley brasilera- considerar a los herederos forzosos, de los primeros cuya situación no puede ser modificada, con excepción del interés estatal urgente. 
� Sancionada el 20 de diciembre de 2011 y promulgada el 27 de diciembre de 2011


� “Art 33 Se consideran sociedades controladas aquellas en que otra sociedad en forma directa o por intermedio de otra sociedad a su vez controlada! posea participación, por cualquier título, que otorge los votos necesarios para formar la voluntad social en las reuniones sociales o asambleas ordinarias” 


� En el debate en la Cámara de Diputados el diputado Solá pidió que se modificara por mayor del 50% (ver debate parlamentario) y en la Cámara de Senadores los senadores Romero y Cimadevilla indicaron que se trataba de una disposición errónea..


� Corresponde al CONSEJO INTERMINISTERIAL DE TIERRAS RURALES determinar las equivalencias de la zona núcleo delimitada conforme este decreto, particularizando distritos, subregiones o zonas. A efecto de aplicar los criterios consignados en los incisos a) y b) del artículo 10 de la Ley Nº 26.737, se tendrá en cuenta el uso y productividad relativa de los suelos, el clima, el valor paisajístico de los ambientes, el valor social y cultural del territorio, como así también el valor ambiental comprensivo de la biodiversidad, biomasa, servicios ambientales y los demás recursos naturales involucrados.





El régimen de equivalencia podrá ser modificado por el CONSEJO INTERMINISTERIAL DE TIERRAS RURALES, mediante resolución fundada, atendiendo a cambios que pudieran producirse en la calidad de las tierras o al crecimiento de los ejidos urbanos.





Para la determinación de equivalencias el CONSEJO INTERMINISTERIAL DE TIERRAS RURALES deberá previamente recibir la propuesta de las provincias. Dentro del plazo de SESENTA (60) días de constituido el CONSEJO INTERMINISTERIAL DE TIERRAS RURALES cada provincia, a través de su representante, elevará al mismo la propuesta de equivalencias para el territorio provincial, siguiendo los criterios referidos precedentemente. Agotado el plazo y no recibida la propuesta, el CONSEJO INTERMINISTERIAL DE TIERRAS RURALES podrá realizar la determinación.





En tanto no se haya determinado la equivalencia, rige el límite máximo de UN MIL HECTAREAS (1.000 ha) en todo el territorio pendiente de determinación para el otorgamiento de los certificados de habilitación. La equivalencia de superficies no podrá ser modificada o alterada por el REGISTRO NACIONAL DE TIERRAS RURALES.





Las equivalencias de superficie serán divulgadas en todo el país a través de los respectivos gobiernos provinciales, los que asegurarán la mayor publicidad del mismo en el ámbito de sus respectivas competencias territoriales.





� Estos datos están conformes con el informe de la FAO que determinó que enbtre el 5% y el 10% de las tierras argentinas están en manos foráneas, aunque el porcentaje se eleva al 8,3 y 15,5% del área cultivable (� HYPERLINK "http://www.ieco.clarin.com/agronegocios" ��www.ieco.clarin.com/agronegocios� del lunes 5 de diciembre de 2011)


� La Nacion Argentina ratifica su legitima e imprescriptible soberanía sobre las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sándwich del Sur y los espacios marítimos o insulares correspondientes por ser parte integrante del territorio nacional. La recuperación de dichos territorios y el ejercicio pleno de la soberanía, respetando el modo de vida de sus habitantes  y conforme a los principios del derecho internacional, constituyen un objetivo permanente e irrenunciable del pueblo argentino”


� arts 1º y 4º del decreto 15.385/44 Artículo 1.° – Créanse en todo el territorio de la Nación “zonas de seguridad”, destinadas a complementar las previsiones territoriales de la defensa nacional, que comprenderán una faja a lo largo de la frontera terrestre y marítima y una cintura alrededor de aquellos establecimientos militares o civiles del interior que interesen especialmente a la defensa del país.





Las zonas situadas en las fronteras se denominarán “zonas de seguridad de fronteras” y las del interior “zonas de seguridad del interior”.


Art. 4.° – Declárase de conveniencia nacional que los bienes ubicados en las zonas de seguridad pertenezcan a ciudadanos argentinos nativos.


El Poder Ejecutivo podrá declarar de utilidad pública y expropiar los bienes que considere necesarios, como también dictar normas en el futuro respecto a los mismos, a propuesta del Consejo de Defensa Nacional. Igualmente podrá exigir que la venta, transferencia o locación de los bienes situados en ciertas zonas de seguridad de fronteras, no se realice sin obtener antes la conformidad de la Comisión Nacional de Zonas de Seguridad respecto a la persona del adquirente o locatario.





Las zonas situadas en las fronteras se denominarán “zonas de seguridad de fronteras” y las del interior “zonas de seguridad del interior”.





� Farming land en la legislación norteamericana.


� Art. 1º O estrangeiro residente no País e a pessoa jurídica estrangeira autorizada a funcionar no Brasil só poderão adquirir imóvel rural na forma prevista nesta lei. 


§ 1º Fica, todavia, sujeita ao regime estabelecido por esta Lei a pessoa jurídica brasileira da qual participem, a qualquer título, pessoas estrangeiras físicas ou jurídicas que tenham a maioria do seu capital social e residam ou tenham sede no exterior. 


§ 2º As restrições estabelecidas nesta Lei não se aplicam aos casos de sucessão legítima, ressalvado o disposto no art. 7º. � HYPERLINK "http://www2.camara.gov.br/internet/legislacao/legin.html/textos/visualizarTexto.html?ideNorma=365822&seqTexto=1&PalavrasDestaque=" ��(Parágrafo com redação dada pela Lei nº 6.572, de 30/9/1978)�





� ALIEN RIGHTS.


A non resident alien, foreign business or foreign government may acquire, by grant, purchase, devise or descent, real property, except agricultural land or any interest in agricultural land in this state, and may own, hold, devise or alienate the real property, and shall incur the same duties and liabilities in relation thereto as a citizen and resident of the United State.


� a) Acquisitions or transfers of certain agricultural land interests by foreign persons Any foreign person who acquires or transfers any interest, other than a security interest, in agricultural land shall submit a report to the Secretary of Agriculture not later than 90 days after the date of such acquisition or transfer. Such report shall be submitted in such form and in accordance with such procedures as the Secretary may require and shall contain -


(1) the legal name and the address of such foreign person;


(2) in any case in which such foreign person is an individual, the citizenship of such foreign person;


(3) in any case in which such foreign person is not an individual or a government, the nature of the legal entity holding the interest, the country in which such foreign person is created or organized, and the principal place of business of such foreign person;


(4) the type of interest in agricultural land which such foreign person acquired or transferred;


(5) the legal description and acreage of such agricultural land;


(6) the purchase price paid for, or any other consideration given for, such interest; 28/08/12 uscode.house.gov /dow nload/pls/07C66.txt uscode.house.gov /download/pls/07C66.txt


(7) in any case in which such foreign person transfers such interest, the legal name and the address of the person to whom such interest is transferred and -


(A) in any case in which such transferee is an individual, the citizenship of such transferee; and


(B) in any case in which such transferee is not an individual or a government, the nature of the legal entity holding the interest, the country in which such transferee is created or organized, and the principal place of business of such transferee;


(8) the agricultural purposes for which such foreign person intends, on the date on which such report is submitted to the Secretary, to use such agricultural land; and (9) such other information as the Secretary may require by regulation.


(b) Agricultural land interests presently held by foreign persons Any foreign person who holds any interest, other than a security interest, in agricultural land on the day before the effective date of this section shall submit a report to the Secretary not later than 180 days after such effective date. Such report shall be submitted in such form and in accordance with such procedures as the Secretary may require and shall contain -


(1) the legal name and the address of such foreign person;


(2) in any case in which such foreign person is an individual, the citizenship of such foreign person;


(3) in any case in which such foreign person is not an individual or a government, the nature of the legal entity holding the interest, the country in which such foreign person is created or organized, and the principal place of business of such foreign person;


(4) the type of interest in agricultural land which is held by such foreign person;


(5) the legal description and acreage of such agricultural land;


(6) the purchase price paid for, or any other consideration given for, such interest;


(7) the agricultural purposes for which such foreign person -


(A) is using such agricultural land on the date on which such report is submitted to the Secretary; and


(B) intends, as of such date, to use such agricultural land; and


(8) such other information as the Secretary may require by regulation.


(c) Change in foreign person status of interest holders 


Any person who holds or acquires (on or after the effective date of this section) any interest, other than a security interest, in agricultural land at a time when such person is not a foreign person and who subsequently becomes a foreign person shall submit a report to the Secretary not later than 90 days after the date on which such person becomes a foreign person. Such report shall be submitted in such form and in accordance with such procedures as the Secretary may require and shall contain the information required by subsection (b) of this section. This subsection shall not apply with respect to any person who is required to submit a report with respect to such land under subsection (b) of this section.


(d) Conversion of land to agricultural uses


Any foreign person who holds or acquires (on or after the effective date of this section) any interest, other than a security 28/08/12 uscode.house.gov /dow nload/pls/07C66.txt uscode.house.gov /dow nload/pls/07C66.txt interest, in land at a time when such land is not agricultural land and such land subsequently becomes agricultural land shall submit a report to the Secretary not later than 90 days after the date on which such land becomes agricultural land. Such report shall be submitted in such form and in accordance with such procedures as the Secretary may require and shall contain the information required by subsection (b) of this section. This subsection shall not apply with respect to any person who is required to submit a report with respect to such land under subsection (b) of this section.


(e) Additional reports by foreign persons other than individuals or governments


With respect to any foreign person, other than an individual or a government, who is required by subsection (a), (b), (c), or (d) of this section to submit a report, the Secretary may, in addition,


require such foreign person to submit to the Secretary a report containing -


(A) the legal name and the address of each person who holds any interest in such foreign person;


(B) in any case in which the holder of such interest is an individual, the citizenship of such holder; and (C) in any case in which the holder of such interest is not an individual or a government, the nature of the legal entity  holding the interest, the country in which such holder is createdor organized, and the principal place of business of such holder. 


(f) Persons holding interests under subsection (e)


With respect to any person, other than an individual or a government, whose legal name is contained in any report submitted under subsection (e) of the section, the Secretary may require such person to submit to the Secretary a report containing -


(A) the legal name and the address of any person who holds any interest in the person submitting the report under this subsection;


(B) in any case in which the holder of such interest is an individual, the citizenship of such holder; and


(C) in any case in which the holder of such interest is not an individual or a government, the nature of the legal entity holding the interest, the country in which such holder is created or organized, and the principle (!1) place of business of such holder.


� LL 16-07-12,1 “La nueva ley de tierras”


� arts 67 y 68 de la CN. Art 86 inc 14 CN


� Miguel Angel Ekmekdjian c/ Sofovich, Gerardo y otros Fallos: 315


� op citada.


� a. Las restricciones y prohibiciones establecidas en la ley 26.737 —que implican un trato discriminatorio para los potenciales inversores foráneos frente a los pretensos inversores locales en cuanto a la titularidad de predios rurales— no vulneran en absoluto las normas de tratamiento previstas en todos los TBIs vigentes para nuestro país —salvo el TBI con los EE.UU.— por los siguientes fundamentos: 1. Las normas de protección de dichos TBIs (entre ellas la de trato nacional) se aplican una vez admitida la inversión en el territorio del Estado receptor, por ende, son operativas post-establecimiento; y 2. Las disposiciones de dichos TBIs, en cuanto a la admisión de la inversión, remiten a la legislación interna del Estado receptor, el cual puede establecer limitaciones o prohibiciones, por lo que la Ley 26.737, que regula la admisión de inversiones extranjeras destinadas a adquirir predios rurales, constituye una facultad legítima del Estado receptor desde la óptica de las normas de tratamiento previstas en aquellos instrumentos internacionales. (14)





b. Por el contrario, las restricciones y prohibiciones establecidas en la ley 26.737 vulneran claramente el estándar de protección de "trato nacional" previsto en el art. 2º, inc. 1, del TBI argentino-norteamericano, pudiendo generar en su caso la correspondiente responsabilidad internacional del Estado argentino. Esto es así debido a los siguientes fundamentos: 1. La ley 26.737 implica un trato desigual/discriminatorio respecto de eventuales inversores estadounidenses, quienes se encuentran protegidos por la garantía internacional de trato nacional —incluso durante la etapa de admisión de la inversión—, razón por la cual tienen el derecho a ser tratados en forma igualitaria a los nacionales en la admisión de sus inversiones; (15) y 2. Gozando los tratados internacionales de jerarquía "supralegal", de conformidad con el art. 75 inc. 22 de la CN, las normas de la ley 26.737 no pueden contradecir de modo alguno a las cláusulas prevista en el TBI argentino-norteamericano, caso contrario dicha ley resultaría inconstitucional por vulnerar los arts. 31 y 75, inc. 22, de la CN. Sostener lo contrario implicaría que por vía de una ley posterior —como es la ley 26.737— se podrían derogar o modificar normas previstas en un acuerdo internacional como es el TBI argentino-estadounidense.





� Art. 3.- El presente tratado no impedirá que cualquiera de las Partes dicte leyes y regulaciones con respecto a la admisión de inversiones hechas en su territorio por nacionales o sociedades de la otra Parte o con la conducta de las actividades afines, pero tales leyes y regulaciones no menoscabarán la esencia de cualquiera de los derechos enunciados en el presente tratado.





Art. 11.- El presente tratado no impedirá la aplicación por cualquiera de las Partes de las medidas necesarias para el mantenimiento del orden público, el cumplimiento de sus obligaciones para el mantenimiento o la restauración de la paz o seguridad internacionales, o la protección de sus propios intereses esenciales de seguridad.








� Art 11 Ley 26737 “ A los fines de esta ley y atendiendo a los Tratados Bilaterales de Inversion ( TBI) suscriptos por la República Argentina y que se encuentren vigentes a la fecha de entrada en vigor de esta ley, no se entenderá como inversión la adquisición de tierras rurales, por tratarse de un recurso natural no renovable que aporta el país”


� Artículo 10 Ley 26737 …” Para la aplicación del inciso 1 del cuarto párrafo del artículo 10 de la Ley Nº 26737 se considera: a) Cuerpos de agua: todas aquellas aguas dulces o saldas en estado sólido o líquido como los mares, ríos, arroyos, lagos, lagunas, humedales, esteros, glaciares, acuíferos que conforman el sistema hidrológico de una zona geográfica, así como las contenidas en las obras hídricas; b) de envergadura. Aquellos que por su extensión y/o profundidad relativas a su capacidad de satisfacer usos de interés general sean relevantes para las políticas públicas en la región que se encuentren; c) Permanente: aquellos que existan o reaperzcan en un ciclo hidrológico medio”


� Del dictamen del Procurador Fiscal de la Nación. LL 21-09-07 Fallos330:3853  citando a la actora interpretando el artículo 30 de la convención Americana de Derechos Humanos.


� Los extranjeros, en cuanto sean habitantes gozan en el territorio de la nación de todos los derechos del ciudadano. “cuadernos de l curso de Derecho Constitucional – Calors María Bidegain. T II pág 34, Abeledo-Perto Buenos Aires1979.





� Repetto c/ Pcia de Buenos aires


� fallo B65948 Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Buenos aires





